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RESOLUCIÓN

Res: 2012-998. SALA TERCERA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Expediente: Nº único 09-000596-0219-PE. San José, a las nueve horas y cincuenta y seis minutos del diecisiete de julio del dos mil doce. Intervienen en la decisión del recurso, los Magistrados José Manuel Arroyo Gutiérrez, Jesús Alberto Ramírez Quirós, Magda Pereira Villalobos, Sandra Eugenia Zúñiga Morales y Rafael Angel Sanabria Rojas, los dos últimos como Magistrados Suplentes. Además participa, el licenciado J B R R, en su condición de representante del querellante y actor civil V L y la licenciada M C V, en su condición de defensora pública de las encartadas W. Se apersonó el representante del Ministerio Público.

SUMARIO

Condenatoria en costas procesales y costas personales / Utilización de decreto vigente para el cobro: Procede la condenatoria en costas personales y procesales, cuando la parte ha litigado de mala fe, acusando hechos evidentemente atípicos.  El hecho de que la querella supere la etapa intermedia y se dicte en el proceso auto de apertura a juicio, no significa que hubo razón plausible para litigar, dado que en esa etapa procesal, el juez no contaba con la totalidad de los elementos probatorios para determinar que los hechos no constituían delito.  Al fijar los honorarios en sentencia, deberá el juzgador aplicar el decreto vigente al momento en que inició el proceso.  En diferentes oportunidades se ha definido el concepto de costas del proceso, y se ha señalado: “…Ahora bien, las costas del proceso o judiciales, como se infiere de lo anterior, no pueden confundirse con las costas procesales. La primera es la categoría genérica que tiene dos componentes: las costas personales que comprenden los honorarios de abogado y las costas procesales que son todos los restantes gastos que se originen con el proceso y que pueden ir desde el pago de dietas a testigos para que comparezcan a declarar, pagos de honorarios de peritos, consultores técnicos, ejecutores, notificadores, notarios, traductores, gastos de transporte, papel, timbres, certificaciones, etc. No obstante, el contenido de cada uno de esos subcomponentes puede variar en cada país o en lo específico de cada materia (por ejemplo, en Costa Rica en materia procesal civil se estima como costa personal, además de los honorarios de abogado, la indemnización del tiempo invertido por la parte en asistir a diligencias del proceso, atendiendo a sus circunstancias personales y siempre que fuere necesaria su presencia pero en materia procesal penal, todo pago a personas se trata como costa procesal: artículo 269 inciso 2 del Código Procesal Penal). Por su parte la Ley Orgánica del Poder Judicial en el artículo 152 establece la posibilidad de que se cobren honorarios a favor del Poder Judicial por los servicios profesionales prestados por la Defensa Pública. En el fallo impugnado, el a quo condenó al querellado y actor civil al pago de las costas personales y procesales. Como la Sala ha reiterado en otras oportunidades, las costas del proceso no sólo comprenden el pago de honorarios por servicios profesionales, sino también todos aquellos gastos en los que la parte haya incurrido para afrontar el proceso, como traslados, tiempo invertido, entre otros rubros.

Aplicación del caso en concreto: El representante del sentenciado reclama que en la sentencia no se explican las razones por las cuales se le condeno al querellante y actor civil al pago de costas. La sentencia fue absolutoria por atipicidad. El recurso es declarado sin lugar por la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, porque llevar y someter a una persona a un litigio, especialmente de naturaleza penal, implica un ejercicio riesgoso y además de enorme responsabilidad. La condena en costas es parte de esas responsabilidades que se asumen al plantear judicialmente los reclamos, pues al perdidoso se le obliga a pagar los gastos que en la atención del proceso que culminó sin éxito, incurrió la parte que se vio obligada a atender el litigio y acudir al llamamiento judicial. Si se trata además de un proceso penal, donde incluso la libertad está en juego, el examen sobre las excepciones a la condena en costas debe ser aún más cuidadoso.

TRANSCRIPCIÓN DEL VOTO EN LO PERTINENTE

I. Como primer motivo por el fondo, se alega falta de fundamentación en lo resuelto en cuanto a las costas. Es criterio del recurrente, que la sentencia no indica las razones por las cuales condenó a su representado al pago de ambas costas, tanto en lo penal como en relación a la acción civil resarcitoria. Señala que existió razón plausible para litigar, pues su cliente no podía prever el resultado del juicio, dado que la querella y la acción civil pasaron por el filtro de la etapa intermedia, por lo que a su criterio, a su representado no se le debía condenar al pago de las costas del proceso. Considera que en virtud de una absolutoria por atipicidad, su representado debió ser exonerado del pago de costas. Alega que el fallo impugnado es contradictorio, en el tanto, condena a su representado a ambas costas del proceso y luego señala que los gastos del proceso penal quedarán a cargo del Estado. Arguye que la condena en costas es improcedente, dado que las imputadas fueron representadas tanto en lo civil como en lo penal, por la defensa pública, señalando que dicha oficina no incurrió en gastos, dado que el Estado cubrió el pago de los servicios del profesional en Derecho que las asistió. El reclamo no es de recibo. La sentencia señaló en su parte dispositiva, en lo conducente, lo siguiente: “…Se declara sin lugar la acción resarcitoria interpuesta por el actor civil J contra las demandadas civiles W y F, ambas V. Se condena al actor civil J al pago de ambas costas de la querella, fijándose los honorarios de abogado en la suma de seiscientos mil colones. Asimismo, se condena al actor civil al pago de ambas costas de la acción civil resarcitoria, fijándose los honorarios de abogado en la suma de diez millones doscientos tres mil trescientos colones. Son los gastos del proceso a cargo del Estado…” (ver folio 353 frente). El artículo 267 del Código Procesal Penal dispone, en lo que interesa: “Fijación de las costas. Las costas estarán a cargo de la parte vencida, pero el Tribunal podrá eximirla, total o parcialmente, cuando haya razón plausible para litigar…”. Por regla general las costas del proceso correrán a cargo de la parte vencida, siendo la excepción, la facultad que tiene el Tribunal de eximirla de dicho pago, cuando determine que en el caso concreto existió razón plausible para litigar, es decir, que el motivo para presentar una querella o una acción civil, es atendible y razonable. En reiterada jurisprudencia, esta Sala ha indicado que: “…La legitimación para accionar judicialmente en reclamo de pretensiones a las que se cree tener derecho, no significa la ausencia total de responsabilidad por emprender acciones judiciales infundadas o en las cuales no asistía razón y, la condenatoria en costas a la parte perdidosa ‑como regla general- es parte de esa responsabilidad que se asume al ejercer el derecho de accionar judicialmente. Llevar y someter a una persona a un litigio, especialmente de naturaleza penal, implica un ejercicio riesgoso y además de enorme responsabilidad. La condena en costas es parte de esas responsabilidades que se asumen al plantear judicialmente los reclamos, pues al perdidoso se le obliga a pagar los gastos que en la atención del proceso que culminó sin éxito, incurrió la parte que se vio obligada a atender el litigio y acudir al llamamiento judicial. Si se trata además de un proceso penal, donde incluso la libertad está en juego, el examen sobre las excepciones a la condena en costas debe ser aún más cuidadoso. La regla, por ende, en todo el esquema procesal es la condenatoria a la parte vencida, a menos que se demuestre buena fe y razón suficiente para llevar a estrados judiciales los temas. No puede estimarse la condena en costas una sanción o censura contraria a los principios democráticos. Por el contrario, se inspira en el cumplimiento de elementos esenciales en una democracia, como es la responsabilidad por los actos que se llevan a cabo en sociedad y la obligación de responder por ellos frente a terceros. En el proceso penal rige esta regla de condenatoria en costas a la parte vencida, aún cuando se deja a salvo en los casos en que se determine que existió razón plausible para litigar, cuestión que debe analizarse como se indicó, cuidadosamente en cada caso concreto…” (Sala Tercera. Voto 2007-662, de las 9:20 horas, del 22 de junio 2007 y 937-2011, de las 11:44 horas, del 29 de julio de 2011). En el presente caso, los jueces del Tribunal analizaron ampliamente la prueba con la que se contó en debate, y concluyeron que no hubo razón plausible para litigar por parte del querellante y actor civil. El a quo señaló: “…lo que hace dudar al Tribunal seriamente de la credibilidad del querellante…Así las cosas, aún en el supuesto que los hechos descritos en la querella constituyeran delito, tampoco procede la condena de las querelladas, porque tales hechos no fueron demostrados en el juicio…Habiendo resultado absueltas las querelladas, de conformidad con el artículo 267 del Código Procesal Penal, se condena al querellante al pago de ambas costas de la querella; … sin que proceda en este caso la eximente de costas, por considerar el Tribunal que el querellante no tuvo razón plausible para litigar, ya que el querellante acusó penalmente a las querelladas, cuando era evidente que estas no habían cometido ningún delito que perseguir…. se declara sin lugar la acción civil resarcitoria, esto debido a que conforme ya se expuso, no se acreditó que forma alguna que haya existido un acuerdo entre el querellante y las querelladas, según el cual aquel traspasaba la finca indicada a la sociedad V S.A, y que luego las querelladas en su calidad de accionistas y representantes legales de dicha sociedad, le iban a dar participación en esa sociedad como accionista al querellante, en proporción del 68% de las acciones; quedando demostrado por el contrario que a dicha sociedad le fue traspasada la propiedad del inmueble en forma pura y simple, no quedando en consecuencia acreditado que las querelladas hayan causado un daño al querellante, que deba ser reparado…” (Ver folios 352 vuelto y 353 frente). Los jueces señalaron las razones por las cuales consideraron que no se configuraba delito alguno, realizaron un análisis de las distintas calificaciones jurídicas que inicialmente el querellante le dio a los hechos acusados. El a quo indicó que tampoco se configura el delito de estafa, no sólo porque la querella no describía el engaño y el error en que las querelladas hicieran incurrir a su padre (el querellante), sino porque tampoco existió perjuicio alguno. El Tribunal apuntó que el querellante y actor civil, no contaba con un sustento veraz para incoar judicialmente el proceso en contra de las querelladas, incluso en el análisis de la prueba expone que el querellante es contradictorio en sus manifestaciones. Expresa el a quo que el querellante interpuso demanda laboral contra la empresa V S.A, en la cual indicó haber laborado como administrador de la finca en discusión, propiedad de la empresa de las querelladas, mientras que en el debate ocultó haber trabajado para dicha sociedad anónima. Sumado a esto, señalan los jueces, que la escritura pública número […] visible a folios 34 a 36 del expediente, no hace referencia a un acuerdo entre el querellante y sus hijas como accionistas de la empresa V S.A, sino a un traspaso de la finca, puro y simple. Estas circunstancias que hicieron que el Tribunal dudara de veracidad de la declaración de J y así consideraron que no existió en la especie razón plausible para litigar, o buena fe. Contrario a lo invocado por el impugnante, el a quo fundamentó debidamente su fallo, señalando las razones por las cuales se decantó por condenar al actor civil y querellante al pago de las costas de ambas acciones. El hecho de que un proceso penal supere la etapa intermedia y que en él se dicte auto de apertura a juicio, no implica, necesariamente, la existencia de razón plausible para litigar, dado que en ese estadio procesal, el juez no analiza la totalidad de prueba, como sí se hace en etapa de juicio. Al respecto véase la Sentencia 1160-2011, de las 3:56 horas, del 22 de setiembre de 2011, Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia). En diferentes oportunidades esta Sala ha definido el concepto de costas del proceso, y ha señalado: “…Ahora bien, las costas del proceso o judiciales, como se infiere de lo anterior, no pueden confundirse con las costas procesales. La primera es la categoría genérica que tiene dos componentes: las costas personales que comprenden los honorarios de abogado y las costas procesales que son todos los restantes gastos que se originen con el proceso y que pueden ir desde el pago de dietas a testigos para que comparezcan a declarar, pagos de honorarios de peritos, consultores técnicos, ejecutores, notificadores, notarios, traductores, gastos de transporte, papel, timbres, certificaciones, etc. No obstante, el contenido de cada uno de esos subcomponentes puede variar en cada país o en lo específico de cada materia (por ejemplo, en Costa Rica en materia procesal civil se estima como costa personal, además de los honorarios de abogado, la indemnización del tiempo invertido por la parte en asistir a diligencias del proceso, atendiendo a sus circunstancias personales y siempre que fuere necesaria su presencia pero en materia procesal penal, todo pago a personas se trata como costa procesal: artículo 269 inciso 2 del Código Procesal Penal). Entonces, costas procesales es una subcategoría de la noción general de costas del proceso. En el derecho costarricense, los diversos cuerpos procesales vigentes en las distintas materias recogen la obligación de que el pronunciamiento sobre el extremo de costas se haga, imperativamente y aún de oficio, en la resolución que pone fin al proceso y que éste pese sobre la parte vencida. Esa norma general, que excluye que el tema de costas haga incurrir al pronunciamiento en falta de congruencia por ultra o extrapetitio. En materia procesal penal costarricense, surgen algunas excepciones al tratamiento que de este tópico se hace en otras ramas del derecho, sea público o privado. Entonces, aunque la regla es que las costas corren por cuenta de la parte vencida, si ésta es el acusado penal, cabe hacer la diferenciación entre las costas procesales o gastos. Estos últimos, es decir los gastos que incorporan el pago del traductor o intérprete- siempre quedarán a cargo del Estado, por así disponerlo el numeral 265 del Código Procesal Penal citado y, en lo referente a los honorarios de abogado, el encartado puede estar eximido del pago, si y solo si converjan dos situaciones: a) que su defensor sea público; y b) que carezca de recursos para devolver el pago de sus honorarios al Estado…” (Resolución número 2011- 1296, de las 15:22 horas, del 03 de noviembre de 2011. Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia). Por su parte la Ley Orgánica del Poder Judicial en el artículo 152 establece la posibilidad de que se cobren honorarios a favor del Poder Judicial por los servicios profesionales prestados por la Defensa Pública. En el fallo impugnado, el a quo condenó al querellado y actor civil al pago de las costas personales y procesales y las fijó en diez millones ochocientos tres mil trescientos colones. Como esta Cámara ha reiterado en otras oportunidades, las costas del proceso no sólo comprenden el pago de honorarios por servicios profesionales, sino también todos aquellos gastos en los que la parte haya incurrido para afrontar el proceso, como traslados, tiempo invertido, entre otros rubros. Por lo que sobre este motivo no se observa vicio alguno en la sentencia. Por lo expuesto, se declara sin lugar el reclamo.


